
 

 

 

 

 

INFORME JURÍDICO, EN RELACIÓN AL ANTEPROYECTO DE LEY FORAL 

DE ÁREAS DE PROMOCIÓN ECONÓMICA DE LA COMUNIDAD FORAL 

NAVARRA. 

 

 

 

I. OBJETO DEL INFORME. 

 

En relación al anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción 

Económica de la Comunidad Foral de Navarra, se han detectado erratas y 

defectos formales y, por este motivo, se ha procedido a realizar modificaciones, 

de escaso calado, al objeto de mejorar técnicamente el anteproyecto de Ley 

Foral de Áreas de Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra, 

como paso previo a su envío al Consejo de Navarra, en virtud del artículo 14.2 

de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo de Navarra.   

 

El anteproyecto se envía al Consejo de Navarra porque esta norma foral 

resulta muy novedosa e incluso disruptiva y, ante la ausencia de precedentes 

previos similares en la Comunidad Foral de Navarra, se han suscitado 

interrogantes desde diversos puntos de vista y, por este motivo, se estima 

pertinente que el Consejo de Navarra analice a fondo la regulación jurídica de 

las Áreas de Promoción Económica. 

 

El artículo 15.2 de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo de 

Navarra, contempla la posibilidad de solicitar, con carácter facultativo, dictamen 
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al Consejo de Navarra. Por otra parte, señalar que corresponde a la Presidencia 

de la Comunidad Foral formular la solicitud de dictamen del Consejo de Navarra 

(artículo 15.1 Ley Foral 8/2016). 

 

 
 

 
 
 

II. MODIFICACIONES PROPUESTAS. 
 
 
 

 

I. En el Preámbulo se sustituye la palabra proceso democrático 

(página 2) por “proceso participativo” y, en idéntico sentido, 

se sustituye el concepto “de forma más democrática” (página 

2) por “de forma más soberana”. 

 

Esta modificación viene dada porque el texto normativo, en su 

artículo 23, prevé un voto ponderado con lo que, en principio, no se 

puede señalar que el voto sea democrático en el sentido estricto de 

la palabra. Para que el voto sea literalmente democrático debería 

operar el principio de una persona un voto. 

 

II. En el preámbulo (página 6) se ha detectado un error 

porque señalaba dos disposiciones adicionales cuando 

en realidad hay tres. 
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Se ha detectado un error porque el texto normativo contiene tres 

disposiciones adicionales (página 27):  

- “Disposición adicional primera. Ayudas para la constitución y 

mejora de las Áreas de Promoción Económica. 

- Disposición adicional segunda. Igualdad entre mujeres y 

hombres. 

- Disposición adicional tercera. Objetivos agenda 2030”. 

 

No obstante, de forma errónea, en el preámbulo se señalaba 

que había dos disposiciones adicionales. Se ha corregido el error 

advertido y, en la actualidad, el texto detenta el actual tenor literal: 

“Por último, se incorporan al texto tres disposiciones adicionales y 

dos disposiciones finales. 

La disposición adicional primera señala que las administraciones 

públicas, si así lo estiman pertinente, podrán aprobar medidas de 

fomento y divulgación de las áreas de promoción económica. 

La disposición adicional segunda se dedica a garantizar la igualdad 

entre mujeres y hombres. 

La disposición adicional tercera incorpora los objetivos de la 

Agenda 2030 con los que se alinea la presente Ley Foral”. 

 

III. En el artículo 7 se ha modificado la redacción que regulaba los 

informes necesarios para que el Ayuntamiento apruebe el Plan 

de Actuación, el Presupuesto del Área de Promoción 

Económica y el oportuno convenio. 
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La redacción originaria era la siguiente: 

 

“Este informe no será vinculante para el Ayuntamiento, pero si el 

Pleno se separase del criterio recogido en el citado informe del 

grupo de trabajo deberá motivarse expresamente, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 35.1.C de la LPAC. 

En el caso de que la decisión fuera desfavorable, deberá resolver 

denegando la solicitud y dando por terminado el procedimiento. No 

obstante, cuando la propuesta adolezca de defectos susceptibles 

de subsanación, podrá emitirse un informe motivado en el que se 

prevea su devolución al grupo de trabajo junto con el requerimiento 

para que subsane la falta o acompañe los documentos pertinentes 

en el plazo de diez días hábiles, con indicación de que, si así no lo 

hiciera, se denegará la solicitud y dará por terminado el 

procedimiento”. 

 

La redacción actual es la siguiente: 

 

“El Ayuntamiento, una vez recabado los informes y conforme al 

principio de autonomía municipal, decidirá libremente y de forma 

motivada aprobando o denegando la constitución del área de 

promoción económica”. 

 

La finalidad última es que si un Ayuntamiento quiere no constituir 

un Área de Promoción Económica pueda desistir del procedimiento 
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en la fase de aprobación del convenio, del presupuesto y del Plan 

de Actuación.  Además, el anteproyecto de ley foral sostiene que 

aun resultando el informe sobre legalidad negativa entonces se 

podría continuar el procedimiento. 

Esta nueva redacción es menos difusa y, además, respeta 

plenamente el principio de autonomía local, entendiendo por tal el 

derecho y la capacidad efectiva de las Entidades locales de 

ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, 

en el marco de la Ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio 

de sus habitantes (artículo 3 de la Carta Europea de Autonomía 

Local). 

IV. En el artículo 7.3 y 8.2 se señalaban los plazos en días, pero, 

por cuestiones de seguridad jurídica, se ha estimado 

conveniente señalar que los días eran hábiles. 

 

V. Se ha modificado el artículo 8 porque colisionaba con la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas. 

 

El artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en su 

apartado dos, determina los sujetos obligados a relacionarse 

electrónicamente con las Administraciones Públicas: “2. En todo 

caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios 

electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización 
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de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, 

los siguientes sujetos: a) Las personas jurídicas. b) Las entidades 

sin personalidad jurídica. c) Quienes ejerzan una actividad 

profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los 

trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 

Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, 

dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y 

registradores de la propiedad y mercantiles. d) Quienes 

representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 

electrónicamente con la Administración. e) Los empleados de las 

Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que 

realicen con ellas por razón de su condición de empleado público, 

en la forma en que se determine reglamentariamente por cada 

Administración.  

 

A continuación, el apartado 3 del artículo 14 de la citada norma, 

permite que las Administraciones públicas pueden ampliar la 

obligación de relacionarse electrónicamente a otros colectivos 

siempre que se acrediten que tienen disponibilidad de los medios 

electrónicos necesarios, bien sea por razón de su capacidad 

económica, técnica, dedicación profesional o por otros motivos. 

 

Pues bien, el artículo 8 del anteproyecto de ley, de forma 

indiscriminada, señala que la notificación se hará por medios 

electrónicos y en ningún momento queda acreditado que los 
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destinarios de la obligación sean sujetos que tengan disponibilidad 

de medios electrónicos. Se propone una nueva redacción del 

artículo, acorde con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, en la que no 

se establezca la obligación de notificar de manera telemática y en 

la que además la notificación electrónica no sea potestativa, sino 

que sea obligatoria.  

 

La redacción originaria era la siguiente: 

 

“Adicionalmente, el Ayuntamiento podrá notificar a quienes 

adquieran la obligación del pago, la documentación sometida a 

información pública. Dicha notificación se realizará por medios 

electrónicos, se entenderá practicada en el momento en que se 

produzca el acceso a su contenido y se entenderá rechazada 

cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a 

disposición de la notificación sin que se acceda a su contenido”. 

 

Esta es la nueva redacción propuesta: 

 

Adicionalmente, el Ayuntamiento notificará a quienes adquieran la 

obligación del pago, la documentación sometida a información 

pública. Dicha notificación se realizará conforme a la Ley 39/2015, 

de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. 
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Otro tema importante es que, con anterioridad, se establecía como 

facultativo la notificación a quienes adquieran la obligación de 

pago. Y, tras el cambio, la notificación resulta obligatoria para todos 

aquellos que, consecuencia de la creación de Áreas de Promoción 

Económica, adquieran obligación de pago. 

 

VI. En artículo 9 del anteproyecto señala que el acuerdo de 

constitución será objeto de inscripción en el correspondiente 

registro, pero se desconoce a qué registro se hace referencia. 

 

El anteproyecto literalmente asevera lo siguiente: “El acuerdo de 

constitución de la entidad se formalizará en el plazo de dos meses 

contados desde la fecha de la notificación del acuerdo favorable del 

Pleno, mediante escritura pública otorgada por las personas 

designadas por la asamblea constituyente, que será objeto de 

inscripción en el correspondiente registro”. 

 

De la lectura del párrafo antedicho se extraen dos 

conclusiones:  

 

- elevación obligatoria a escritura pública del acuerdo de 

constitución del área de promoción económica. 

 

- inscripción en el correspondiente registro.  
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En principio parece ser que donde se pretende inscribir, el Área de 

Promoción Económica, es en el Registro de la Propiedad y, por este 

motivo, obliga a elevar a documento público la constitución del Área 

de Promoción Económica. No obstante, en el Registro de la 

propiedad sólo se pueden inscribir determinados actos y este acto, 

en principio, no es un acto inscribible.  El artículo 1.1 de la Ley 

Hipoteca establece: que “El Registro de la Propiedad tiene por 

objeto la inscripción o anotación de los actos y contratos relativos 

al dominio y demás derechos reales sobre bienes inmuebles”. Las 

áreas de promoción económica no son un acto o contrato relativo 

al dominio y tampoco parece ser un derecho real. 

 

En la nueva redacción se ha omitido cualquier referencia a la 

inscripción en ningún registro: 

“El acuerdo de constitución de la entidad se formalizará en el plazo 

de dos meses contados desde la fecha de la notificación del 

acuerdo favorable del Pleno, mediante escritura pública otorgada 

por las personas designadas por la asamblea constituyente, y 

habrá de incluir en todo caso”. 

 

VII. En el artículo 9.1 da a entender que si el Pleno rechaza la 

creación se entiende desestimada la solicitud. 
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Son dos aspectos que nada tienen que ver entre sí. Los que se desestima 

es la creación del Área de Promoción Económica no la solicitud. 

 

Esta era la redacción originaria: “En el caso de que el Pleno 

rechazara la constitución, la Comisión promotora del Área de Promoción 

Económica tendrá por desestimada su solicitud”. 

 

Esta es la nueva redacción: En el caso de que el Pleno rechazara 

la constitución entonces se tendrá por finalizado el procedimiento con la 

denegación de la Constitución del Área de Promoción Económica. 

 

VIII. El artículo 10.3, letra c obliga al municipio a asumir 

obligaciones y compromisos económicos con la creación del 

área de promoción económica. 

 

Esta era la redacción originaria: c) Las obligaciones y 

compromisos económicos que asuma el Municipio. 

 Esta es la nueva redacción propuesta: c) Las obligaciones y 

compromisos económicos que, en su caso, asuma el Municipio. 

 

Con la nueva redacción se deja como facultativo, para las 

entidades locales la creación de obligaciones y compromisos 

económicos. 
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IX. El artículo 13, cuando menciona los órganos, enumera la 

presidencia. 

La presidencia no es un cargo, sino que simplemente es un cargo 

de su junta directiva. 

 

 

 

 

X. En el artículo 14 se señala que la asamblea general es el 

órgano de dirección superior y control de la entidad lo cual 

confronta con el artículo 15 que señala que corresponde la alta 

gestión a la Junta Directiva. 

En relación a lo señalado parece más operativo limitarse a señalar 

que a la Junta Directiva le corresponde la gestión del área de 

promoción económica y que la Asamblea General es el órgano 

supremo de gobierno. 

 

En la actual redacción del artículo 14 se señala que “La Asamblea 

General es el órgano de dirección superior y control de la entidad” 

 

En la nueva redacción del artículo se señala que: “La Asamblea 

General es el órgano supremo de gobierno”. 

 

El artículo 15 detenta el siguiente tenor literal: La Junta Directiva es 

el órgano colegiado al que corresponde la alta gestión del Área de 
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Promoción Económica. Tras la modificación propuesta esta sería 

la nueva redacción: La Junta Directiva es el órgano colegiado al 

que corresponde la gestión del Área de Promoción Económica 

 

XI. En el artículo 15 se señala que la Junta Directiva es el órgano 

colegiado de gobierno y, en principio, esa función es más 

propia de la asamblea. 

La antigua redacción era esta: La Junta Directiva es el órgano 

colegiado de gobierno al que corresponde la alta gestión del Área 

de Promoción Económica. 

 

Esta es la nueva redacción: La Junta Directiva es el órgano 

colegiado al que corresponde la alta gestión del Área de Promoción 

Económica. 

 

 

XII. En el artículo 15. 3 no se recogía la obligatoriedad de la 

presencia del secretario y del presidente. 

Este extremo se ha recogido. 

 

XIII. El artículo 16 señala que la presidencia “será elegida por la 

Asamblea General, de entre sus miembros mediante sufragio 

universal entre los titulares de actividades económicas 

situadas en el Área de Promoción Económica y la duración de 

sus mandatos será establecida en sus estatutos”. 
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El termino sufragio universal no resulta correcto porque, en 

principio, hace referencia al derecho a un voto por persona, sin otro 

requisito que ser adulto y que no está limitado por sexo, raza u otra 

condición, ni ponderado por riqueza, propiedad o cualquier otro 

factor. En el caso de las áreas de promoción económica el voto está 

ponderado con lo que lo ya no estamos ante un sufragio universal. 

Otro fallo detectado es que se señala que sólo pueden votar los 

titulares de actividades económicas y sin embargo también son 

miembros de las Áreas de Promoción Económica los titulares de 

locales vacíos. 

 

XIV. El artículo 20.5 señala que la gestión de las áreas de 

promoción económica queda sometidas a la normativa 

prevista para las entidades sin ánimo de lucro. 

 

Esta precisión no es correcta y no lo es porque no existe una 

normativa homogénea para las entidades sin ánimo de lucro. 

Dentro de las entidades sin ánimo de lucro cohabitan toda una serie 

de entidades que no comparten la misma normativa. Por ejemplo, 

su régimen jurídico es diferente, pero son entidades sin ánimo de 

lucro tanto una cooperativa de trabajo asociado de iniciativa social, 

constituida al amparo de la Ley Foral 14/2006, de 11 de diciembre, 

de Cooperativas de Navarra, como una asociación constituida al 

amparo de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 

Derecho de Asociación.  
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XV. Existe una contradicción entre el artículo 26.2 y el 27.1 sobre 

si es obligatorio o no la existencia de una ordenanza municipal 

para exigir la prestación patrimonial obligatoria. 

 

El artículo 26. 2 viene a señalar el carácter potestativo de la 

ordenanza municipal para exigir una prestación patrimonial 

obligatoria: “El Ayuntamiento podrá establecer mediante 

Ordenanza la exigencia del pago de las cuotas a quienes ostenten 

la titularidad de los inmuebles aptos para alojar actividades 

económicas situados en el área geográfica del Área de Promoción 

Económica que no puedan ser destinados a vivienda, quienes 

deberán repercutirla, en su caso, a quienes tengan la obligación de 

pago de acuerdo con lo establecido en el artículo 23.1.a)”. Al utilizar 

el vocablo podrá quiere parece quedar dar a entender que la 

entidad local puede exigir la prestación patrimonial sin que se haya 

aprobada la oportuna ordenanza. 

 

El artículo 27 señala de manera imperativa que: “El Ayuntamiento 

gestionará y recaudará las aportaciones obligatorias por cuenta del 

Área de Promoción Económica, en los términos establecidos en la 

Ordenanza municipal que las establezca”. 
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A la luz de lo expuesto se estima necesario modificar el artículo 26. 

2 y establecer la obligatoriedad de aprobar la ordenanza por parte 

del municipio. La nueva redacción sería la siguiente: “El 

Ayuntamiento deberá establecer mediante Ordenanza la exigencia 

del pago de las cuotas a quienes ostenten la titularidad de los 

inmuebles aptos para alojar actividades económicas situados en el 

área geográfica del Área de Promoción Económica que no puedan 

ser destinados a vivienda, quienes deberán repercutirla, en su 

caso, a quienes tengan la obligación de pago de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 23.1.a)”. 

 

XVI. El artículo 28 señala que el estado de gastos del presupuesto 

deberá especificar “las aportaciones públicas obligatorias 

procedentes de los ayuntamientos implicados”. 

 

El artículo 21 señala que las aportaciones obligatorias para la financiación 

de las áreas de promoción económica provienen: 

- de todos los o las titulares de actividades económicas que se 

ejerzan en local determinado comprendidas en su área 

geográfica de contribuir a la financiación de su presupuesto. 

- En el caso de bienes inmuebles aptos para alojar actividades 

económicas situados en dicha área, que se encuentren 

desocupados y no puedan ser destinados a vivienda, quienes 

ostenten la propiedad de dichos bienes tendrán también la 

obligación del pago de la aportación. 
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En ningún momento se señala que los ayuntamientos implicados tengan que 

realizar aportaciones públicas obligatorias, con lo que parece ser un error y se 

debe quitar este inciso. La redacción original es la siguiente: 

 

 

 El estado de gastos del presupuesto deberá especificar la totalidad de gastos 

que pretende realizar el Área de Promoción Económica, convenientemente 

desglosados. En particular, deben constar los gastos que se cubrirán mediante 

las aportaciones reguladas en los artículos 21 a 26 y las aportaciones públicas 

obligatorias procedentes de los ayuntamientos implicados. 

 

Y esta es la nueva redacción propuesta: 

 

El estado de gastos del presupuesto deberá especificar la totalidad 

de gastos que pretende realizar el Área de Promoción Económica, 

convenientemente desglosados. 

 

Además, en el artículo 28. 6 se hace referencia a órganos 

equivalentes cuando resulta que no hay órganos equivalentes: “Las 

Áreas de Promoción Económica quedan sometidas a las 

obligaciones de contabilidad y presupuestarias previstas en la 

normativa reguladora de las fundaciones y de las actividades de 

patrocinio. Las referencias a los órganos de las fundaciones se 

entenderán hechas a los órganos de gobierno equivalentes de las 

Áreas de Promoción Económica”. Se debe suprimir este apartado. 



 

 17 

 

 

XVII. Se ha modificado, por ser contradictoria la disposición 

adicional primera. 

 

 

Existe una contradicción manifiesta porque, en primer lugar, se señala que 

las ayudas para la constitución y mejora de las áreas de promoción 

económica están sujeta a disponibilidades presupuestarias. Sin embargo, 

a continuación, viene a señalar la obligatoriedad de publicar subvenciones 

de áreas de promoción económica: ·1. El Gobierno de Navarra, a través 

del Departamento competente en materia de desarrollo económico, y en 

función de las disponibilidades presupuestarias, establecerá medidas de 

sensibilización, impulso y asistencia para la creación de las APE. 

Publicará así mismo, con la periodicidad que se observe necesaria, una 

convocatoria de ayudas dirigidas a la constitución, a la mejora y a la 

modernización de las Áreas de Promoción Económica de la Comunidad 

Foral de Navarra, con el objetivo de favorecer su creación y desarrollo.  

 

2. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas tanto los Ayuntamientos 

como las Áreas de Promoción Económica que se constituyan al amparo 

de esta ley·. 

 

Se entiende que es mejor establecer una disposición adicional más 

ambigua para que las diferentes administraciones puedan actuar 
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libremente en el seno de sus competencias: 

 

Las administraciones públicas, atendiendo a principios de conveniencia y 

oportunidad, podrán aprobar medidas de fomento y divulgación de las 

áreas de promoción económica. 

 

A mayor abundamiento señalar que la memoria económica obrante en el 

expediente señala literalmente lo siguiente: “No obstante dicha 

disposición adicional, se estima que el anteproyecto de Ley Foral no 

supone disminución de ingresos para la Administración de Navarra, por 

cuanto que el contenido de sus disposiciones no conlleva gasto 

económico concreto”. Por este motivo, la nueva redacción de la 

disposición adicional se estima que encaja mejor en el espíritu de la 

norma. 

 

XVIII. Sustitución de la palabra ayuntamiento por la de municipio. 

 

 

En 55 ocasiones, a lo largo de todo el articulado, se utiliza el vocablo 

ayuntamientos cuando es más correcto utilizar el término municipios. 

El Municipio es la entidad básica de la organización territorial del Estado en el 

ámbito local. Al ser la entidad más cercana al ciudadano, sirve de cauce 

inmediato de participación en los asuntos públicos. El órgano de gobierno del 

municipio es el ayuntamiento, que está integrado por el Alcalde y los Concejales. 

En los Municipios que funcionen en régimen de Concejo Abierto, el gobierno y 
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administración se ejercerá por una Asamblea integrada por todos los electores 

existentes en el Municipio y por el Alcalde elegido directamente por ellos (artículo 

2 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 

Entidades Locales). 

 

Por su parte, el artículo 2 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 

Administración Local de Navarra, señala que “los municipios son las Entidades 

locales básicas en que se organiza territorialmente la Comunidad Foral de 

Navarra”. 

 
III.CONCLUSIONES. 
 

 

 

 

 

A la vista de los argumentos jurídicos expuestos en el cuerpo del presente 

informe, se extrae la conclusión de se deben modificar estos artículos para 

subsanar las deficiencias detectadas, si bien las modificaciones, desde el punto 

de vista jurídico, no son sustanciales ni de calado. 
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Pamplona, a la fecha de la firma digital. 

 

 

 

EL DIRECTOR DE SERVICIO DE 

ORDENACIÓN Y FOMENTO DEL 

COMERCIO 

Alejandro Alonso Zapata. 
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